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	Acusado: 
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	Delito
	Violencia Intrafamiliar

	Ofendida
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	Procedencia
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El suscrito Magistrado Ponente de la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se afirma, que el día quince (15) de mayo del año que avanza, a eso de las 6:30 p.m., el señor SAMIR OROZCO golpeó en el rostro a la madre de su hijo, señora MARIANA ARISTIZÁBAL HERRERA, lo cual ocasionó una incapacidad definitiva de diez (10) días sin secuelas.

1.2.- Se informa, que no era la primera vez que esa situación se presentaba, como quiera que por parte del Juzgado Civil del Circuito de esa misma localidad se le había condenado a la pena de seis (6) días de arresto con ocasión de hecho similar; sanción que pagó en forma efectiva el acusado.

1.3.- El indiciado aceptó la imputación que por VIOLENCIA INTRAFAMILIAR se le hiciera ante el Juzgado de Control de Garantías, razón por la cual el asunto pasó al Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa, para la realización de audiencia de individualización de pena y sentencia. 

2.- El Debate

La funcionaria del conocimiento, al cerciorarse de la demostración de la conducta y de su encuadramiento en el tipo penal aludido, dispuso la condena con imposición de una pena privativa de la libertad de dieciocho (18) meses de prisión e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el término de veinte (20) meses; para la dosificación respectiva, dijo no aplicar el mínimo del cuarto inicial (24 meses) sino treinta y seis (36) meses en consideración a que ya era la segunda vez que el justiciable incurría en ese desafuero. 

Para sustentar que era válida una sentencia de condena por parte de un Juez Civil y no por uno Penal, la a quo trajo a colación una jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de febrero 18 de 2004, en la cual se afirma que “el concepto de antecedente penal…implica la existencia de una condena judicial definitiva…al momento de la comisión del delito que se juzga”, de donde extrae la conclusión de “no requerirse que la sentencia sea proferida por la justicia penal sino que la puede haber fallado cualquier funcionario judicial siempre y cuando sea por la misma conducta”.

Con esa misma motivación, negó el subrogado de la condena de ejecución condicional y desatendió los argumentos de la defensa en cuanto a que esa anotación anterior no constituía antecedente judicial; de igual modo, no tuvo en cuenta la petición de la Fiscalía en el sentido de darle una nueva oportunidad al procesado.

El recurso se interpuso por la Defensa y ante este Tribunal sustentó su pretensión consistente en la concesión del subrogado, a cuyo efecto solicita no atender el precedente proferido por un Juez que no pertenece a la jurisdicción penal. Pide en tal sentido revisar los principios de proporcionalidad, razonabilidad y necesariedad de la pena, por cuanto para este caso específico no se hace indispensable su efectiva ejecución, toda vez que lo aquí ocurrido tuvo su origen en un “arranque de celos” en la persona del imputado, razón por la cual no representa un peligro para la comunidad. Llama la atención, igualmente, en el hecho de no existir ya la pena de arresto y, por lo mismo, debe aplicarse la favorabilidad en este caso.

Por su parte, el señor Fiscal acolita la posición de la defensa, toda vez que el imputado se allanó a los cargos y considera que es persona no requirente de tratamiento penitenciario; por demás, en caso de obligarse al cumplimiento de la sanción, se crearía un mal mayor, toda vez que esta situación ha generado dificultades en la pareja y existe un niño de dos años que se vería perjudicado.

3.- La Decisión

Aquí el asunto es concreto y puede englobarse en dos interrogantes: ¿constituye antecedente la sentencia proferida por un Juez Civil en el tema de la Violencia Intrafamiliar? y, ¿es razón suficiente la existencia de esa anotación para la negación del subrogado? 

Lo primero a decir, es que la jurisprudencia que menciona la señora Juez en su providencia, referida a los antecedentes, nada tiene que ver en el problema planteado. Allí simplemente se afirma, como no podía ser de otra manera, que para efectos de atender la existencia o no de circunstancias de menor o mayor punibilidad, se tendrían como antecedentes los existentes al momento de la comisión del delito que se juzga y no al momento del proferimiento del fallo. Eso, se repite, no tiene relación con el hecho de afirmarse que una sentencia de condena proferida por una autoridad judicial de una especialidad diferente a la penal, constituya o no antecedente.

La razón elemental indica que ese pronunciamiento anterior sí representa antecedente, toda vez que se trata de un hecho delictivo ya juzgado, con una consecuencia punitiva, afirmación acerca de la cual el Tribunal concede razón a la señora Juez de instancia. Ocurre sin embargo, una situación que no pasa desapercibida para la Sala y consiste en que la sanción que estaba prevista en aquél entonces para ese comportamiento antisocial por parte del legislador, era de ARRESTO, y esto tiene una consecuencia jurídica importante en atención a que la pena de arresto dejó de existir y de conformidad con la interpretación jurisprudencial dada al asunto, ella se debe tener como inexistente en la actualidad. Se explica:

Según lo decantado recientemente por la jurisprudencia y que ya fuera acogido por esta Sala de Decisión Penal en providencia donde fue ponente quien ahora ejerce igual función
, lo que en esta situación corresponde es entender que la pena a imponer quedó eliminada en los delitos de la parte sustantiva del código por querer del legislador, y por aplicación directa del principio de favorabilidad retroactiva no se debe dar lugar a sanción alguna. Esto claro está, salvo que concurra una pena pecuniaria la cual debe hacerse efectiva en cada caso. La aplicación irrestricta de la norma permisa (art. 6 C.P.), impone la inexistencia de pena privativa de la libertad. El pronunciamiento de la Sala de Casación Penal de la Corte es del siguiente tenor: 

Sin embargo, para la Sala, el legislador sí introdujo un notorio cambio, no solo en la cantidad sino también en la calidad de la sanción privativa de la libertad, pues, desde luego, no puede ser asimilable una pena de arresto a una de prisión. En estas circunstancias, la ley nueva es desfavorable y por tanto, no aplicable a la conducta objeto de juzgamiento.

Mas, debe considerarse, que el legislador del año 2000, eliminó la pena de arresto para los delitos descritos en la parte especial del código penal. Esto, llanamente implica, que para aquellos delitos sancionados con pena de arresto, la pena ya no es privativa de la libertad, como lo aduce el recurrente, porque, justamente por favorabilidad, no puede imponerse ya  una pena no prevista en la norma que describe la conducta y le señala la sanción.

Que el arresto exista en otros estatutos y para otros eventos, puede ser, empero, bajo el principio de estricta legalidad, cada conducta tiene señalada su condigna sanción, es el sentido y el concepto por excelencia de la norma penal completa 
.
Significa lo anterior, que de juzgarse hoy esa conducta llevada a cabo por el aquí implicado y de la cual conoció el señor Juez Civil del Circuito de Santa Rosa, tendría que decirse que por favorabilidad retroactiva no sería punible. O dicho de otra forma y de manera coetánea y consecuente con ese planteamiento, lo ocurrido ya no puede tener la condición de antecedente penal, independientemente de que fuera un Juez Civil o un Juez Penal el autor de la condena.

Así las cosas, el Tribunal no tendrá en consideración esa conducta anterior y ante su ausencia jurídica, desestimará el incremento punitivo acogido por la señora Juez falladora para en su lugar ubicarse en el mínimo del cuarto menor, es decir, la pena a imponer será de doce (12) meses de prisión. También, se ve en la obligación la Sala de sostener que lo realizado por OROZCO GIL, aunque obviamente reprochable, debe ser registrado como un obrar antijurídico que amerita el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena privativa de libertad, en cuyo caso se ejercerá vigilancia hacia el futuro con el fin de evitar que una situación como la presentada vuelva a repetirse. 

El acusado queda en libertad de no ser requerido por otra autoridad y suscribirá diligencia de compromiso sin caución prendaria habida consideración a que se trata de persona sin ocupación conocida, en la cual se le obligará a mantenerse distante de la madre de su hijo y por supuesto a no agredirla de palabra ni de obra, dejándose expresa constancia de las consecuencias legales de un eventual incumplimiento.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo objeto de recurso en cuanto es condenatorio, lo MODIFICA al imponer al señor SAMIR OROZCO GIL doce (12) meses de prisión, no se realiza cambio alguno respecto de la pena accesoria y se REVOCA lo atinente a la negación del subrogado; en su lugar se dispone la libertad del procesado si no es requerido por otra autoridad. Suscríbase diligencia de compromiso en los términos indicados en la parte motiva sin lugar a caución prendaria. 

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                      VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

La Secretaria de la Sala, 

   CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Tribunal Superior de Pereira, Sentencia de Segunda Instancia  del 26-03-2005. Rad. 660013104002-2001-0301-01.


�  C.S.J. Sala de Casación Penal. Radicación 20946. Sentencia de agosto trece (13) de 2003. M.P. Herman Galán Castellanos.  
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